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  RECURSO DE REVISIÓN 818/2017-2 PLATAFORMA.

COMISIONADO PONENTE: 

LIC. PAULINA SÁNCHEZ PÉREZ DEL POZO.
ENTE OBLIGADO:

H. AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ.

San Luis Potosí, San Luis Potosí. Acuerdo del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la Sesión Extraordinaria 07 siete de marzo de 2018 dos mil dieciocho.  
VISTOS, para resolver, los autos del recurso de revisión identificado al rubro; y
R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Solicitud de acceso a la información pública. Según consta en la Plataforma Nacional de Transparencia con folio 00725817, el 01 uno de noviembre de 2017 dos mil diecisiete, el Municipio de San Luis Potosí recibió una solicitud de acceso a la información requiriendo lo siguiente:

“Ayudas sociales a instituciones sin fines de lucro O CUALQUIERA QUE SEA SU DENOMINACIÓN DEL PERIODO 01 DE ENERO DEL 2016 AL 01 DE NOVIEMBRE DEL 2017” (sic). 
SEGUNDO. Respuesta. El 04 cuatro de diciembre de 2017 dos mil diecisiete, el sujeto obligado respondió a través de la Plataforma Nacional de Transparencia a la solicitud de información, en los siguientes términos:
“En respuesta a su solicitud de información con número de folio 00725817 asignada por la Plataforma Nacional de Transparencia San Luis Potosí; al respecto me permito hacer de su conocimiento que luego de las gestiones realizadas por la Unidad de Transparencia del Municipio de San Luis Potosí, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 54 fracciones I, II y IV y el artículo 153 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  se le informa que la solicitud fue turnada para su atención a las  Áreas de Gobierno Municipal competentes siendo en el presente la Dirección de Desarrollo Social, Dirección de Administración, Planeación y Finanzas y la Dirección del General del Sistema Municipal DIF. 

Consecuencia de lo anterior, el área de Gobierno Municipal que resguarda la información requerida, da  respuesta en términos del:

Oficio DDS/424/2017, recibido en fecha 23 (veintitrés) de noviembre de 2017 (dos mil diecisiete),  suscrito por el Licenciado Juan Manuel Navarro Muñiz, Director de Desarrollo Social quien en lo que interesa manifiesta:

En relación a su similar U.T. 2398/17 mediante el cual turna para atención procedente la atención a la prevención por parte del C. GUILLERMO LOPEZ VARGAS respecto a la solicitud de información con folio 725817 recibida por esa a su cargo mediante el sistema INFOMEX (PNT), y que particularmente atiende a lo siguiente:

“http://www.cegaipslp.org.mx/webcegaip.nsf/af56201fa851b94c862580be005c7aa5/011352FDE818EE858625810C004CC9B6?OpenDocument

44500 Ayudas sociales a instituciones sin fines de lucro 5,000,000.00

QUIERO EL DESGLOSE Y LA LISTA DE BENEFICIARIOS DE ESTOS $5,000,000.00.”

Me permito señalar que una vez realizado el análisis a la prevención de la solicitud de información antes citada, se desprende que el hipervínculo referenciado corresponde al presupuesto asignado a DIF municipal, por lo que ésta área no cuenta con la información solicitada; en este sentido, se sugiere acudir con dicha área para proporcionar la respuesta oportuna.

Oficio  No. 1357/17, recibido en fecha 24 (veinticuatro) de noviembre de 2017 (dos mil diecisiete),  suscrito por la Licenciada Flor Olivia Gómez Vázquez, Directora General del Sistema Municipal DIF  quien en lo que interesa manifiesta:

Con la finalidad de dar cumplimiento en tiempo y forma a su oficio U.T.2405/17 referente a la solicitud de información del C. Guillermo López Vargas recibida a través de INFOMEX (PNT), bajo el número de folio 725817, emitido el 17 de noviembre del presente año y canalizada a esta Dirección a mi cargo para dar respuesta a lo que corresponde a este Sistema Municipal DIF cuyo contenido es: 44500 Ayudas Sociales a Instituciones sin fines de lucro $5,000,000.00, QUIERO EL DESGLOSE Y LISTA DE BENEFICIARIOS DE ESTOS $5’000,000.00.  

Al respecto le comento que esta Dirección apoya a Asociaciones Civiles y albergues en colaboración con el Municipio, información que se entregó mediante oficio DIF/DIR/1275/17 la relación de las Asociaciones que beneficiamos con productos en especie de la canasta básica. Nosotros no contamos con publicaciones en este rubro, por lo que no sabemos de dónde se generó esta información.

Sin otro particular por el momento, quedo a sus órdenes para cualquier comentario o aclaración al respecto.

Oficio D.A.P.F.00540/2017  E.T.0218/17, recibido en fecha 01 (primero) de diciembre de 2017 (dos mil diecisiete),  suscrito por el Contador Público Oscar Alejandro Pérez López, Director de Administración, Planeación y Finanzas quien en lo que interesa manifiesta:

Por medio del presente, y atención a su oficio U.T. 2429/2017 de fecha 29 veintinueve de noviembre de 2017 dos mil diecisiete, y en seguimiento a la petición de información pública con número de folio 725817  solicitada por el C. guillermo lopez Vargas 

Una vez revisada la solicitud remitida a esta Tesorería Municipal, así como la contestación a la prevención que le fue oportunamente realizada por el área correspondiente; se le informa al peticionario que el concepto por Ayudas sociales a instituciones sin fines de lucro que tuvo a bien precisar en su prevención, ésta fue señalada del Presupuesto de Egresos para el Ejercicio Fiscal que resulta de su interés de este H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; por lo que toda vez de que éste se trata de un plan de trabajo, se encuentra sujeto a modificaciones acorde a las necesidades que se van presentando.   

Sin más por el momento, agradezco sus finas atenciones.

Esta respuesta encuentra sus fundamentos en los artículos 3° fracción XVIII, 15°, 54° fracciones II y IV, 143° y 154° de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí en vigor.

De forma adicional, le indico que tiene a salvo su derecho para inconformarse con la respuesta otorgada a su solicitud, conforme a lo establecido en los artículos 154 último párrafo, 166, 167 y 168 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.” (sic). 
TERCERO. Interposición del recurso. El 08 ocho de diciembre de 2017 dos mil diecisiete, el recurrente a través de la Plataforma Nacional de Transparencia, mismo que quedó presentado ante la Oficialía de Partes de esta Comisión el 11 once de diciembre de 2017 dos mil diecisiete interpuso su recurso de revisión mediante el cual señaló la inconformidad lo siguiente:

“NO ENVIARON INFORMACIÓN SOLICITADA” (sic). 
CUARTO. Trámite del recurso de revisión ante esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. Mediante auto de 12 doce de diciembre de 2017 dos mil diecisiete, la Presidencia de esta Comisión tuvo por recibido el recurso de revisión que hoy nos ocupa, por lo que razón de turno, toco conocer a la ponencia de la Comisionada Paulina Sánchez Pérez del Pozo, por lo que se le turnó dicho expediente bajo el número RR- 818/2017-2 PLATAFORMA, para que procediera, previo análisis a su admisión o desechamiento según fuera el caso. 
QUINTO. Auto de admisión y trámite. El 14 catorce de diciembre de 2017 dos mil diecisiete, el Comisionado Ponente acordó la admisión del recurso de revisión por actualizarse la hipótesis V del artículo 167 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, tuvo como ente obligado al H. AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSÍ, SAN LUIS POTOSÍ, POR CONDUCTO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL, A TRAVÉS DEL TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA, DEL DIRECTOR DE DESARROLLO SOCIAL, DE LA DIRECTORA GENERAL DEL SISTEMA MUNICIPAL DIF Y DEL DIRECTOR DE ADMINISTRACIÓN, PLANEACIÓN Y FINANZAS, en lo sucesivo sujeto obligado. 
Se puso a disposición de las partes el expediente para que en un plazo máximo de 7 siete días manifestaran lo que a su derecho conviniera –ofrecer pruebas y alegar–.  

Por lo tanto, el ponente apercibió al sujeto obligado de que en caso de ser omisas para manifestar lo que a su derecho conviniera respecto del presente recurso, este Órgano Garante resolverá únicamente con base en las documentales que obran en autos.

SEXTO. Informe del sujeto obligado. Con fecha 16 dieciséis de enero de 2018 dos mil dieciocho, esta Comisión tuvo por recibido el oficio número U.T.0049/18, signado por Jessica Erika Ludivina Acosta Correa, Encargada del Despacho de la Unidad de Transparencia del Municipio de San Luis Potosí entre los cuales se encuentra el informe rendido por Oscar Alejandro Pérez López, Director de Administración, Planeación y Finanzas de la Tesorería Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí mediante oficio D.A.P.F./0016/2018 de 11 de enero de 2018 así como informe rendido por la Directora del Sistema Municipal para el Desarrollo Integral de la Familia del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí de igual forma el informe rendido por la Coordinadora Administrativa de la Dirección de Desarrollo Social del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; se les tuvo por realizando las manifestaciones que a su derecho conviene, por expresando argumentos relacionados con el presente recurso de revisión.


En cuanto a la parte recurrente, se le tuvo por omisa en manifestar lo que a su derecho conviene y ofrecer pruebas o alegatos, por lo que en contexto del mismo proveído se procedió a elabora el proyecto de resolución correspondiente.

Con fecha 31 treinta y uno de enero de 2018 dos mil dieciocho esta Comisión decretó la ampliación del plazo para resolver el recurso de revisión por lo que se remitió de nueva cuenta para efecto de elaborar el proyecto de resolución correspondiente y, 
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Competencia. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública es competente para conocer del presente asunto, de acuerdo con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción III, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 27, primer párrafo, 34, fracciones I y II, 35, fracción I, y 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado. 

SEGUNDO. Procedencia. El recurso de revisión es procedente en términos del artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, en virtud de que fue interpuesto en tiempo y se encuentran satisfechos los requisitos que establece la misma; asimismo el recurrente se inconformó en contra de la respuesta a su solicitud de información por parte del sujeto obligado.
TERCERO. Caso Concreto. El hoy recurrente a través de su escrito de solicitud de información solicitó al Municipio de San Luis Potosí información respecto ayudas sociales a instituciones sin fines de lucro o cualquiera que sea su denominación del periodo 01 de enero de 2016 al 01 de noviembre de 2017; no obstante, el 13 trece de noviembre de 2017 dos mil diecisiete, el sujeto obligado previno al solicitante para que aclarara su petición.

Por su parte, el hoy recurrente en virtud de lo anterior precisó un enlace electrónico y estableció que solicitaba la información siguiente: “44500 Ayudas sociales a instituciones sin fines de lucro $5,000,000.00 QUIERON EL DESGLOSE Y LA LISTA DE BENEFICIARIOS DE ESTOS $5,000,000.00”. Para mayor comprensión se inserta el documento a que conduce la dirección electrónica proporcionada por el recurrente a través de su escrito de respuesta a la prevención realizada por el sujeto obligado: 
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38900 Servicio de jardineria y fumigacion 50,112.00

39000 OTROS SERVICIOS GENERALES 9,189,516.00
39100 Servicios funerarios y de cementerios 189,516.00
39200 Impuestos y derechos 1,700,000.00
39400 Sentencias y resoluciones por autoridad competente -

39500 Penas, multas, accesorios y actualizaciones 2,000,000.00
39600 Otros gastos por responsabilidades 5,000,000.00
39900 otros servicios generales 300,000.00
40000 TRANSFERENCIAS, ASIGNACIONES, SUBSIDIOS Y OTRAS AYUDAS 19,982,718.00
41000 TRANSFERENCIAS INTERNAS Y ASIGNACIONES AL SECTOR PUBLICO 6,600,000.00
41400 Asignaciones presupuestarias a Organos Auténomos 6,600,000.00

42000 TRANSFERENCIAS AL RESTO DEL SECTOR PUBLICO
42400 Transferencias otorgadas a entidades federativas y municipios

44000 AYUDAS SOCIALES 13,382,718.00
44100 Ayudas sociales a personas 4,427,002.00
44200 Becas y otras ayudas para programas de capacitaciéon 600,000.00
44300 Ayudas sociales a instituciones de ensefianza 2,555,716.00
44500 Ayudas sociales a instituciones sin fines de lucro 5,000,000.00
44700 Ayudas Sociales a entidades de in publico 300,000.00
44800 Ayudas por desastres naturales y otros siniestros 500,000.00
50000 BIENES MUEBLES, INMUEBLES E INTANGIBLES 24,954,620.00
51000 MOBILIARIO Y EQUIPO DE ADMINISTRACION 4,594,540.00 +
51100 Muebles de oficina y estanteria 2,215,654.00
51300 Bienes artisticos, culturales y cientificos 30,763.00 .

51500

Eauipo de cémputo v de tecnolos de la informacién 2.294.184.00

01/03/2018




CUARTO. En virtud de lo anterior, esta Comisión advierte que la inconformidad del hoy recurrente se actualiza en el supuesto a que alude el artículo 167, fracción V de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado. 

Ahora bien, es necesario advertir que el recurrente a través de su escrito de solicitud de información requirió información correspondiente al periodo enero de 2016 a noviembre de 2017; no obstante, es evidente que respecto al periodo de enero a noviembre de 2017 al no haber sido controvertido por el hoy recurrente en la contestación al requerimiento realizado por el sujeto obligado, quedará fuera del estudio de la presente controversia. Sirven de apoyo al anterior razonamiento, la Jurisprudencia y Tesis aislada que a la letra señalan:
“No. Registro: 204,707 
Jurisprudencia 
Materia(s): Común 
Novena Época 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
II, Agosto de 1995 
Tesis: VI.2o. J/21 
Página: 291 

ACTOS CONSENTIDOS TÁCITAMENTE. Se presumen así, para los efectos del amparo, los actos del orden civil y administrativo, que no hubieren sido reclamados en esa vía dentro de los plazos que la ley señala. 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. 
Amparo en revisión 104/88. Anselmo Romero Martínez. 19 de abril de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Jorge Alberto González Álvarez. 
Amparo en revisión 256/89. José Manuel Parra Gutiérrez. 15 de agosto de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Humberto Schettino Reyna Amparo en revisión 92/91. Ciasa de Puebla, S.A. de C.V. 12 de marzo de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Jorge Alberto González Álvarez. 
Amparo en revisión 135/95. Alfredo Bretón González. 22 de marzo de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: José Zapata Huesca. 
Amparo en revisión 321/95. Guillermo Báez Vargas. 21 de junio de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: José Zapata Huesca. 

No. Registro: 219,095 
Tesis aislada 
Materia(s): Común 
Octava Época 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
IX, Junio de 1992 
Tesis: 
Página: 364 
CONSENTIMIENTO TÁCITO DEL ACTO RECLAMADO EN AMPARO. ELEMENTOS PARA PRESUMIRLO. Atento a lo dispuesto en el artículo 73, fracción XII, de la Ley de Amparo, el juicio constitucional es improcedente contra actos consentidos tácitamente, reputando como tales los no reclamados dentro de los plazos establecidos en los artículos 21, 22 y 218 de ese ordenamiento, excepto en los casos consignados expresamente en materia de amparo contra leyes. Esta norma jurídica tiene su explicación y su fundamento racional en esta presunción humana: cuando una persona sufre una afectación con un acto de autoridad y tiene la posibilidad legal de impugnar ese acto en el juicio de amparo dentro de un plazo perentorio determinado, y no obstante deja pasar el término sin presentar la demanda, esta conducta en tales circunstancias revela conformidad con el acto. En el ámbito y para los efectos del amparo, el razonamiento contiene los hechos conocidos siguientes: a) Un acto de autoridad; b) Una persona afectada por tal acto; c) La posibilidad legal para dicha persona de promover el juicio de amparo contra el acto en mención; d) El establecimiento en la ley de un plazo perentorio para el ejercicio de la acción; y e) El transcurso de ese lapso sin haberse presentado la demanda. Todos estos elementos deben concurrir necesariamente para la validez de la presunción, pues la falta de alguno impide la reunión de lo indispensable para estimar el hecho desconocido como una consecuencia lógica y natural de los hechos conocidos. Así, ante la inexistencia del acto de autoridad faltaría el objeto sobre el cual pudiera recaer la acción de consentimiento; si no hubiera una persona afectada faltaría el sujeto de la acción; si la ley no confiere la posibilidad de ocurrir en demanda de la justicia federal, la omisión de tal demanda no puede servir de base para estimar la conformidad del afectado con el acto de autoridad, en tanto no pueda encausar su inconformidad por ese medio; y si la ley no fija un plazo perentorio para deducir la acción de amparo o habiéndolo fijado éste no ha transcurrido, la no presentación de la demanda no puede revelar con certeza y claridad la aquiescencia del acto de autoridad en su contenido y consecuencias, al subsistir la posibilidad de entablar la contienda. 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
Amparo en revisión 358/92. José Fernández Gamiño. 23 de marzo de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Mauro Miguel Reyes Zapata. Secretaria: Aurora Rojas Bonilla. 
Amparo en revisión 421/92. Rodolfo Aguirre Medina. 19 de marzo de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: Leonel Castillo González. Secretario: J. Jesús Contreras Coria. 
Amparo en revisión 704/90. Fernando Carvajal. 11 de octubre de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Leonel Castillo González. Secretario: Jaime Uriel Torres Hernández. 
Octava Época, Tomo VI, Segunda Parte-1, página 113.”

En virtud de lo anterior, la presente resolución se limitará a analizar la información entregada correspondiente al periodo 2016, misma que sirvió de base para emitir la respuesta de la cual se inconformó el ahora recurrente, por lo que esta Comisión, en estudio del motivo de inconformidad planteado por el particular, estima que le asiste la razón de conformidad con los siguientes razonamientos.

Resulta necesario hacer una la siguiente precisión: el motivo de agravió que formuló el particular corresponde a “NO ENVIARON INFORMACIÓN SOLICITADA”; el sentido de la inconformidad es que no le entregaron lo que pidió, lo que implica que conforme a dicha premisa esta Comisión debe advertir si se colmó o no el acceso que le asiste, toda vez que  “agravio” en un sentido estricto supone, además de formularlo según las reglas del silogismo jurídico, que se revista de ciertos elementos que permitan su estudio por parte del Órgano Resolutor como lo son que, de manera clara, se exprese la “causa petendi“ o “causa de pedir”, es decir, que para establecer la procedencia del estudio de los agravios se obedece a la necesidad de exponer razonadamente el porqué se estiman contrarios a la norma los actos que reclaman o recurren sin que suponga que el inconforme se limite a realizar meras afirmaciones sin sustento o fundamento, además que el estudio y resolución del medio de impugnación queda constreñido al alcance del “agravio” formulado; En sentido amplio se traduce en el equivalente a un perjuicio, el cual se define como “toda privación de un derecho o imposición de un deber que ordena o realiza una autoridad del Estado y que se presumen violatorios de los derechos fundamentales reconocidos por una norma;” sin embargo, tal perjuicio debe ser aducido por la parte que comparece a promover al recurso, y basta con que exprese su pretensión, es decir, los “motivos de agravio” o razones por las cuales considera que el acto que combate le afecta en sus derechos subjetivos, lo que se traduce en que el agravio es personal y directo, sin que para ello se exija mayores elementos que la mera expresión de su inconformidad. 


Lo anterior, implica que contrario a lo que sostiene la Encargada de la Unidad de Transparencia, el particular sí colmó el extremo a que alude el artículo 168, fracción IV, de la Ley de Transparencia y Acceso a la información Pública del Estado, pues su motivo de agravio versa respecto a la falta de entrega de lo solicitado, es decir, la total entrega de lo pedido; ello, no imposibilita a la autoridad su defensa, pues esta ésta, en todo caso, se debe circunscribir a la defensa de su actuación, en otras palabras, demostrar que su actuación fue acorde al marco normativo que regula el ejercicio de su función administrativa.
Esta Comisión, para efectos de advertir si la actuación desplegada se ajusta al marco jurídico aplicable, estima necesario analizar la respuesta que emitió la autoridad para efectos de advertir si la misma tutela de manera efectiva el derecho del particular en cuanto a la información que solicitó. Con base en los artículos 14 y 170, segundo párrafo, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, se suple la deficiencia en los argumentos del particular, ya que los citados preceptos disponen que este Órgano Garante debe subsanar cualquier insuficiencia para garantizar el ejercicio del derecho de acceso a la información, entendida dicha suplencia de la siguiente manera:
· Se suplirán los motivos o causas de agravio cuando estos sean deficientes.

· No se haya expresado una inconformidad, pero de los hechos planteados en el recurso se deduzca la afectación al derecho de acceso a la información.


En consonancia a lo ya señalado, esta Comisión está facultada de manera implícita para integrar el contenido de los documentos y elementos técnicos que conforman el medio de impugnación del que se trata. Tal aseveración se justifica, ya que el Órgano Resolutor, con base en el artículo 8°, fracciones II y VIII, de la Ley de Transparencia del Estado, cuenta con la experiencia y conocimientos suficientes para interpretar la redacción oscura o irregular, y determinar el verdadero sentido y la expresión exacta del pensamiento de su autor que por error incurre en omisiones o en imprecisiones. Inspirado en esos principios, se  sostiene que la interpretación del recurso no se debe limitar al escrito en el que se inicia, sino que debe comprender el análisis de los documentos que lo integran y que, de hecho, forman parte de éste; pues sólo así puede alcanzarse una interpretación completa de la voluntad del recurrente y advertir el error o la omisión en que haya incurrido por ignorancia formal del derecho o, como es el caso, éste se limitó a expresar que no se le entregó aquello que solicitó.

La autoridad, en un primer momento, requirió al particular para que aclarara su petición a través del oficio DDS/411/2017 en el sentido siguiente:


“Con fundamento en el artículo 150 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, me permito solicitar a Usted se realice prevención al solicitante, a efecto de que amplié, aclare y/o precise el nombre del documento o los documentos que solicita, señalando además, que datos o información en especifico requiere, o bien, si se refiere al listado de programas ejecutados para esta Dirección; lo anterior, para estar en aptitud de generar la respuesta, ya que derivado del análisis a la solicitud de información antes citada, se desprende que el solicitante es genérico, no siendo claro para identificar o determinar el o los documentos a los que requiere acceder, pudiendo entenderse que pretende hacer valer su derecho de petición consagrado en el artículo 8 de la Constitución Federal. (…)” sic.   

Por su parte, la Directora General del Sistema Municipal DIF, señaló:


“(…)

Respecto a esta solicitud de esta información me permito adjuntar al presente, la lista de los apoyos para Asociaciones Civiles y Albergues con lo que colaboramos conjuntamente sin fines de lucro y en apoyo a la población más vulnerable en nuestro municipio.” (sic). 

En virtud de lo anterior, el hoy recurrente al complementar su solicitud, transcribió un enlace electrónico y especificó lo siguiente: “44100 Ayudas sociales a personas 4, 427, 002.00 quiero el desglose con la lista de beneficiarios de estos $4, 427, 002.00” 

Por su parte, de las gestiones realizadas por la encargada de la Unidad de Transparencia del Ayuntamiento de San Luis Potosí, las áreas emitieron, en síntesis, la siguiente respuesta:

La Directora General del Sistema Municipal del DIF, respondió: 


“Al respecto le comento que esta Dirección Apoya a Asociaciones Civiles y albergues en colaboración con el Municipio, información que se entregó mediante oficio DIF/DIR/1275/17 la relación de las Asociaciones que beneficiamos con productos en especie de la canasta básica. Nosotros no contamos con publicaciones en este rubro, por lo que no sabemos de dónde se generó esta información.”


El Director de Administración, Planeación y Finanzas quien en lo que interesa señaló:


“(…)

Una vez revisada la solicitud remitida a esta Tesorería Municipal, así como la contestación a la prevención que le fue oportunamente realizada por el área correspondiente; se le informa al peticionario que el concepto por Ayudas sociales a instituciones sin fines de lucro que tuvo a bien precisar en su prevención, ésta fue señalada del Presupuesto de Egresos para el Ejercicio Fiscal que resulta de su interés de este H. Ayuntamiento de San Luis Potosí;  por lo que toda vez que éste se trata de un plan de trabajo, se encuentra sujeto a modificaciones acorde a las necesidades que se van presentando.” 

De lo anterior, se advierte que la Directora General del Sistema Municipal DIF reiteró su respuesta original y el Director de Administración, Planeación y Finanzas no entregó información alguna, sino que se limitó a la expresión de los argumentos que hizo valer. 

Lo anterior, permite advertir que lo solicitado, contrario a lo que afirma el sujeto obligado, sí corresponde al derecho de acceso a  la información pues se relaciona con el ejercicio del presupuesto que le corresponde al Ayuntamiento de San Luis Potosí, pues la entrega de lo pedido permitirá que el particular constate la utilización y destino de este recurso público.


En este sentido, el sujeto obligado no entregó la información relativa los beneficiarios mediante el concepto “Ayudas Sociales a Instituciones sin fines de lucro” aun cuando el particular adhirió una connotación a los documentos, la cual consiste en que sean generados con motivo de la asignación de ayudas sociales, lo que incide en un elemento de identificación que en ningún momento acotó la autoridad, puesto que no tomó en cuenta al emitir su respuesta, que deben existir las condiciones mínimas que garanticen a los particulares conocer los motivos por los cuales su solicitud es atendida de una u otra forma, ya que no en todos los casos se ajusta la configuración normativa o la expresión documental a las pretensiones de los particulares y es por ello que la autoridad debe delimitar el ejercicio de su función a la generación de los documentos que otorga conforme a su marco de atribuciones y funciones.


Tal afirmación tiene su origen en lo establecido por el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que establece como derecho y garantía al gobernado la seguridad jurídica, que implica el deber de que todo acto contenga los elementos mínimos para hacer valer el derecho del gobernado y para que, sobre este aspecto, la autoridad no incurra en arbitrariedades, es decir, que exista cohesión entre el ordenamiento jurídico y la actuación del emisor del acto emanado de autoridad. 


El concepto a que refiere el recurrente está plenamente individualizado en el presupuesto de egresos del Ayuntamiento (2016), por lo que se infiere que, conforme al artículo 19 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, debe contar con una expresión documental que tutele el derecho del peticionario.


Se sostiene entonces, que el sujeto obligado debe fundar y motivar la expresión documental que corresponde a la ejecución del presupuesto en el concepto “44500”, pues ello corresponde a la petición del particular.

4.1. Efectos de la resolución.

Por lo expuesto, es que esta Comisión, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 175, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, revoca el acto impugnado, para efectos de que el sujeto obligado:
-Entregue la información solicitada por el particular, relativa al concepto 44500 del presupuesto de egresos del Ayuntamiento de San Luis Potosí correspondiente al periodo 2016.

4.2. Plazo para el cumplimento de esta resolución.

Con fundamento en el artículo 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, este órgano colegiado le concede al ente obligado el plazo de diez días para la entrega de la información, plazo que está Comisión de Transparencia considera que es suficiente para la entrega de la información por parte del ente obligado.

4.3. Informe sobre el cumplimento a la resolución. 

De conformidad con el artículo 177, segundo párrafo, el ente obligado deberá de informar a esta Comisión de Transparencia el cumplimento a la presente resolución en un plazo que no deberá de exceder de tres días siguientes a los diez días que tiene para la entrega de la información en donde justificará con los documentos necesarios el cumplimento a lo aquí ordenado.

4.4. Medida de apremio en caso de incumplimiento a la resolución.

Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública apercibe al ente obligado que en caso de no acatar la presente resolución, podrá ser acreedor de alguna de las medidas de apremio establecidas en el artículo 190 de la Ley de Transparencia, en virtud de que este órgano colegiado debe de garantizar el debido cumplimiento al derecho humano de acceso a la información pública.  

RESOLUTIVO
Por lo expuesto y fundado, SE RESUELVE:

Único. Se Revoca la respuesta del sujeto obligado por las razones y fundamentos expuestos en el considerando cuarto de la presente resolución.
Así, por unanimidad de votos lo resolvió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, integrada por los Comisionados Paulina Sánchez Pérez del Pozo, licenciada Claudia Elizabeth Ávalos Cedillo y MTRO. Alejandro Lafuente Torres presidente, siendo ponente el primero de los nombrados, quienes en unión de la licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria Pleno que da fe, firman esta resolución.  
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